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Bogotá D.C., 17 de agosto de 2023 

 

CERTIFICACIÓN DE QUE EL PROGRAMA Y SUS ACTIVIDADES SON DE INTERÉS 
PÚBLICO - ACORDE AL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO 

 
 

ANEXO DE LOS ESTUDIOS PREVIOS PARA CELEBRACIÓN DEL CONVENIO 
INTERADMINISTRATIVO ENTRE EL MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO 

RURAL Y EL SERVICIO GEOLÓGICO  
 
 

INTRODUCCIÓN  

Acorde con la Lista de chequeo del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural para celebrar contratos y 

convenios persona jurídica – contratación directa (código F05-PR-GPC-01), a través del cual se deben preparar 

ciertos documentos precontractuales, se señala como uno de ellos la “Certificación de que el programa y sus 

actividades son de interés público acorde al Plan de Desarrollo”. En este sentido, es importante señalar de 

manera inicial algunos detalles sobre el proyecto a realizar y sus actividades y, posteriormente, señalar la forma 

en que estas son de interés público acorde con el Plan de Desarrollo.  

SOBRE EL PROGRAMA Y SUS ACTIVIDADES 

El objeto es: AUNAR ESFUERZOS INSTITUCIONALES, TÉCNICOS, ADMINISTRATIVOS, FINANCIEROS 

ENTRE EL MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL-MADR Y SERVICIO GEOLÓGICO 

COLOMBIANO-SGC PARA CONTRIBUIR Y FORTALECER LAS CAPACIDADES PRODUCTIVAS Y 

GENERACIÓN DE INGRESOS EN EL DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA, A PARTIR DEL CONOCIMIENTO 

DE LOS RECURSOS AGUA Y SUELO. 

La Constitución Política de Colombia establece como deber del Estado, la promoción de los servicios de 

comercialización de los productos, y la protección y desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, 

pesqueras, forestales y agroindustriales, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos. 

En el artículo 64 indica que “Es deber del Estado promover el acceso progresivo de los trabajadores agrarios a 

los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, crédito, comercialización de los productos, 

asistencia técnica empresarial, con el fin de mejorar el ingreso y calidad de vida de los campesinos”. 

Así mismo en su artículo 65 consagra que "La producción de alimentos gozará de la especial protección del 

Estado.  Para tal efecto, se otorgará prioridad al desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, 

pesqueras, forestales y agroindustriales, así como también a la construcción de obras de infraestructura física 

y adecuación de tierras.  De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la transferencia de tecnología 

para la producción de alimentos y materias primas de origen agropecuario, con el propósito de incrementar la 

productividad". 
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La Ley 101 de 1993, Ley General de Desarrollo Agropecuario y Pesquero, desarrolló los artículos 64, 65 y 66 
de la Constitución Nacional, con miras a proteger el desarrollo de las actividades agropecuarias y pesqueras, y 
promover el mejoramiento del ingreso y calidad de vida de los productores rurales, asignando diferentes 
funciones y competencias al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (en adelante MADR).  
 
Como cabeza del Sector Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, el MADR es la Entidad 
del orden nacional encargado de formular, dirigir, coordinar y evaluar las políticas relacionadas con el desarrollo 
rural, agropecuario, pecuario, pesquero, acuícola y forestal.  
 
El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, es una Entidad de Derecho Público (Ley 489 de 1998 Decreto 
1985 de 2013) perteneciente a la Rama Ejecutiva, al cual se le aplican las disposiciones de la Ley 80 de 1993, 
la Ley 1150 de 2007 y Decreto 1082 de 2015.  
 

Entre las funciones del despacho del Viceministro de Desarrollo Rural, se encuentran las siguientes:  

 

 Asesorar y proponer mecanismos y estrategias que promuevan el fortalecimiento de las 

organizaciones rurales y asociaciones de productores orientadas hacia la generación de ingresos, 

gestión de bienes públicos rurales y ordenamiento social de la propiedad rural y productiva del suelo. 

 

 Formular y coordinar con las entidades del Sector y demás entidades competentes las políticas, 

estrategias, planes y programas para impulsar el desarrollo rural con enfoque territorial y el 

mejoramiento en la calidad de vida de la población rural. (…)” 

 

La Dirección de Capacidades Productivas y Generación de Ingresos hace parte del Viceministerio de Desarrollo 

Rural, y tiene asignadas entre otras dentro de sus funciones: 

 

 “1. Diseñar y evaluar las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo rural con enfoque territorial, 

encaminadas al desarrollo del capital social rural, el acceso a activos productivos, el desarrollo de capital 

humano, la promoción de la seguridad alimentaria, la microempresa rural, el desarrollo de las microfinanzas, el 

desarrollo de competencias laborales, el acompañamiento técnico y la cofinanciación de proyectos productivos 

sostenibles a las poblaciones rurales más vulnerables,   

2. Diseñar y evaluar planes, programas y proyectos de capacidades productivas y generación de ingresos 

focalizados en las poblaciones rurales más vulnerables. (...)  

5. Diseñar y evaluar las políticas, planes, programas y proyectos relacionados con el desarrollo de capacidades 

productivas y la generación de ingresos para la población rural, teniendo en cuenta el enfoque diferencial y las 

características de población rural vulnerable, tales como, mujer y joven rural, desplazados, víctimas del conflicto 

y el relevo generacional.  

6. Contribuir, en el marco de sus competencias, en el diseño e implementación de los programas de desarrollo 

rural con enfoque territorial. (...) 

8. Consolidar y orientar los proyectos productivos de los pobladores rurales de acuerdo con el potencial 

productivo del territorio y las oportunidades de mercado. (...) 

12. Proponer e implementar mecanismos y estrategias para contribuir al fortalecimiento de las asociaciones 

campesinas o de pequeños productores, así como la cooperación entre estas y las entidades del Sector, para 

el desarrollo de las capacidades productivas y la generación de ingresos (…).” 
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SOBRE LO DISPUESTO EN EL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO E INTERÉS PÚBLICO DEL 
DESARROLLO DEL PROGRAMA 
 

En concordancia con lo anterior, el Plan Nacional de Desarrollo 2022 – 2026, denominado “COLOMBIA, 

POTENCIA MUNDIAL DE LA VIDA”, el Departamento Nacional de Planeación definió los propósitos: 

Ordenamiento del territorio alrededor del agua y justicia ambiental; Seguridad humana y justicia social; Derecho 

humano a la alimentación; Internacionalización, transformación productiva para la vida y acción climática; 

Convergencia regional; El cambio es con las mujeres, Colombia igualitaria, diversa y libre de discriminación, 

Reparación efectiva e integral a las víctimas, Pueblos y comunidades étnicas, Jóvenes con derechos que lideran 

las transformaciones para la vida y Garantías hacia un mundo sin barreras para las personas con discapacidad. 

estas son las bases que buscan la Paz Total apuntando hacia la promoción de un desarrollo económico, social 

y ambiental, impulsando una Reforma Rural Integral que fortalezca los modelos de desarrollo territoriales y cree 

mecanismos de democratización de la tenencia de la tierra priorizando a las mujeres. 

 

Este Plan diseña la articulación de las políticas agropecuarias a un programa más amplio de desarrollo rural 

que garantice la transformación de Colombia en una potencia agroalimentaria sostenible y garantice el derecho 

humano a la alimentación para todos sus habitantes. Se permitirá el acceso de los productores de la economía 

familiar, campesina y comunitaria a factores productivos, como soluciones de riego, tecnología, extensión 

agropecuaria, conectividad y servicios complementarios a la producción. 

 

El eje “Derecho Humano a la Alimentación”, se fundamenta en los siguientes pilares: “El país contará con una 

mejor disponibilidad de alimentos a través de la una promoción decidida del sector agropecuario y sus 

productores; se fortalecerá el acceso físico a los alimentos por medio de cadenas de suministro eficientes, 

digitales y desarrollo de infraestructura de transporte; se reducirá la triple carga nutricional y la mortalidad 

asociadas a la adecuación de los alimentos a las necesidades territoriales y poblacionales. Se contará con 

esquemas de gobernanza que tracen rutas claras para definir, implementar y evaluar las políticas públicas que 

afectan el derecho humano a la alimentación”. 

 

En este orden de ideas, el MADR tiene el compromiso de desarrollar e incrementar el potencial productivo de 
la Población en situación de Pobreza Extrema, o víctima, sin dejar de lado, el aspecto clave de atención a los 
grupos poblacionales a partir de un enfoque diferencial, como estrategia democrática, que permite direccionar 
caminos de consolidación y desarrollo de políticas que desarticulen los entramados de la pobreza y la 
marginalidad que afecta a esta población.  
 
En virtud de lo anterior, el MADR necesita corregir las desigualdades existentes, promover la inclusión y 
participación para garantizar el goce efectivo de los derechos, a partir de la sumatoria de esfuerzos en los 
territorios, y así adelantar acciones colectivas de las poblaciones en condiciones de vulnerabilidad o desventaja, 
en donde convergen diferentes razas, etnias, lenguas, sexos y creencias, en el caso particular de los pueblos 
étnicos (afros e indígenas), y para ello cuenta con un aliado estratégico, a través del cual puede complementar 
sus competencias y alcance a las comunidades referidas.  
 
En este sentido, La Guajira ha sido uno de los departamentos más afectados con el conflicto y la desigualdad 
de las trampas de la pobreza, de la complejidad de las relaciones territoriales y de condicionamientos históricos 
estructurales, entre otros por  la escasez de agua, circunstancia que ha conllevado a que las comunidades 
hayan perdido las prácticas de sus economías tradicionales, el pastoreo de ganado ovino y caprino, la siembra 
de la yuja (parcela, comunitaria), lo que ha propiciado a que el pueblo Wayúu se haya empobrecido, limitando 
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su acceso a los recursos que le permiten no solamente sobrevivir biológicamente, sino también mantenerse 
culturalmente como pueblo, afectando la pervivencia del mismo.   
 
“[…] 1El departamento de La Guajira está localizado en el extremo norte de la Región Caribe de Colombia y 
limita al oriente con Venezuela, al sur con el departamento del Cesar, al occidente con el departamento del 
Magdalena y al norte con el Mar Caribe; que cuenta en su geografía con todos los pisos térmicos producto de 
la diversidad de ecosistemas, terrestres y marinos, que incluye desiertos, humedales en zonas montañosas y 
bosque tropical seco árido, baja vegetación y fuerte estacionalidad de lluvias. 
 
Este departamento, está conformado por quince municipios (incluido Riohacha, su ciudad capital, que cuenta 
con la calidad de Distrito Especial, Turístico y Cultural), 44 corregimientos, diversos caseríos y rancherías; todos 
distribuidos en tres grandes subregiones: La Alta Guajira (Uribia y Manaure), la Media Guajira (Dibulla, Riohacha 
y Maicao) y la Baja Guajira (Albania, Barrancas, Distracción, Fonseca, Hatonuevo, San Juan del Cesar, El 
Molino, Urumita, Villanueva y La Jagua del Pilar).  
 
El departamento de La Guajira atraviesa una grave crisis humanitaria que se estructura -fundamentalmente- en 
la falta de acceso a servicios básicos vitales, materializada en causas múltiples, tales como: (i) La escasez de 
agua potable para el consumo humano; (ii) la crisis alimentaria por dificultades para el acceso físico y económico 
a los alimentos; (iii) los efectos del cambio climático acentuado por los climas cálido desértico y cálido árido que 
predominan en el territorio y que viene afectando profundamente las "fuentes de agua; (iv) la crisis energética 
y la falta de infraestructura eléctrica idónea y adecuada, en especial en las zonas rurales, a pesar de que la 
Guajira cuenta con el más alto potencial para la generación de energía eólica y solar del país; (v) la baja 
cobertura para el acceso a los servicios de salud, en especial en zonas rurales; vi) la baja cobertura en el sector 
de educación, con altos índices de deserción escolar, infraestructura de baja calidad y malas condiciones 
laborales para los educadores; situaciones que son más notorias en la zona rural, en donde las comunidades 
indígenas atienden clases en condiciones precarias, vii) así como otros problemas de orden social, económico 
y político que inciden en la situación de emergencia humanitaria. 
 
El 11 de diciembre de 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) se pronunció sobre 
esas situaciones y evidenció el estado de pobreza, grave desnutrición y obstáculos para tener acceso al agua 
en el departamento de La Guajira, y lo atribuyó a las condiciones geográficas y climatológicas del área y a la 
falta de medidas efectivas, razón por la cual, con el fin de mejorar la situación, decretó medidas cautelares las 
cuales consideró "necesarias para prevenir un daño irreparable a las personas", ante los hechos graves y 
urgentes evidenciados.  
 
Por lo tanto, la CIDH, en la Resolución 60/2015, decretó las Medidas Cautelares No. 51/15 en favor de los 
Niños, Niñas y Adolescentes (NNA) de las comunidades de Uribía, Manaure, Riohacha y Maicao del pueblo 
Wayuu asentado en el departamento de La Guajira, teniendo en cuenta los. requisitos de gravedad, urgencia e 
irreparabilidad.  
 
Estas medidas fueron ampliadas en favor de las mujeres gestantes y lactantes de la Comunidad Indígena 
Wayuu en los municipios de Manaure, Riohacha y Uribía a través de la Resolución 3/2017 del 26 de enero de 
2017; y en favor de las personas mayores pertenecientes a la Asociación Shipia Wayuu de la Comunidad 
indígena Wayuu en los municipios de Manaure, Riohacha y Uribía en la Resolución 51/2017.  
 

                                                           
1 Presidencia de la República.02 de julio de 2023. Decreto N° 1085 de 02 de julio de 2023 Por el cual se declara el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en 

el departamento de la Guajira”. https://petro.presidencia.gov.co/Documents/230702-Decreto-1085-del-2-julio-2023.pdf  

https://petro.presidencia.gov.co/Documents/230702-Decreto-1085-del-2-julio-2023.pdf
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La Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitucional, en Sentencia T-302 del 8 de mayo de 2017, notificada 
a la Presidencia de la República el 28 de junio de 2018, declaró "(... ) la existencia de un estado de cosas 
inconstitucional en relación con el goce efectivo de los derechos fundamentales a la alimentación, a la salud, al 
agua potable y a la participación de los niños y niñas del pueblo Wayuu, antes (sic) el incumplimiento de los 
parámetros mínimos constitucionales aplicables a las políticas públicas del Gobierno Nacional, del 
Departamento de La Guajira, de los municipios de Riohacha, Manaure, Maicao y Uribía y de las autoridades 
indígenas con jurisdicción en esos municipios (…)” […]”. 
 
El 5 de febrero de 2016, el señor Elson Rafael Rodrigo Rodríguez Beltrán presentó acción de tutela ante el 
Tribunal Superior de Bogotá con el fin de que se “(…) desarrollen acciones de EMERGENCIA, URGENTES y 
PRIORITARIAS de protección de los niños Wayúu que se encuentran en grave riesgo de morir por desnutrición 
y que se cumplan de manera INMEDIATA y en su totalidad las medidas cautelares impuesta (sic) por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos.” Así mismo el accionante pide “adoptar las medidas 
cautelares o provisionales URGENTES, como suministro de agua y alimentos y la prestación efectiva y de 
calidad de los servicios de salud para proteger los derechos citados como violados o amenazados de los niños 
del pueblo Wayúu, en especial se ordene al Gobierno Nacional y demás accionadas que en un término 
perentorio adopte medidas de EMERGENCIA, PRIORITARIAS Y URGENTES para evitar más muertes de niños 
por desnutrición y que se cumplan de manera INMEDIATA y en su totalidad las medidas cautelares adoptadas 
por la CIDH (…).” 
 
Por las anteriores circunstancias,  la Corte Constitucional mediante Sentencia T-302 de 2017 declaró: “ (…) la 
existencia de un estado de cosas inconstitucional en relación con el goce efectivo de los derechos 
fundamentales a la alimentación, a la salud, al agua potable y a la participación de los niños y niñas del pueblo 
Wayúu, ante el incumplimiento de los parámetros mínimos constitucionales aplicables a las políticas públicas 
del Gobierno Nacional, del Departamento de La Guajira, de los municipios de Riohacha, Manaure, Maicao y 
Uribia y de las autoridades indígenas con jurisdicción en esos municipios (…)”  
 
Que dentro del mismo fallo se ordena “(…) que se tomen las medidas adecuadas y necesarias para constituir 
un Mecanismo Especial de Seguimiento y Evaluación de las Políticas Públicas2 para la superación del estado 
de cosas inconstitucional constatado, teniendo en cuenta para ello los apartados (9.2) y (9.3) de las 
consideraciones de esta providencia. El mecanismo deberá realizar las tareas previstas en el apartado (9.3) y 
estará dirigido a: (i) garantizar los derechos de los niños y niñas del pueblo Wayúu al agua, a la alimentación, 
a la salud, a la igualdad y a la diversidad cultural. (ii) Cumplir las cuatro condiciones establecidas en el punto 
resolutivo décimo para la superación del estado de cosas inconstitucional. Y (iii) cumplir los objetivos mínimos 
constitucionales que se establecen en el punto resolutivo cuarto de esta sentencia.  
 
Para este efecto la Sala ORDENA a la Presidencia de la República, al Ministerio de Salud y Protección Social, 
al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, al Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural, al Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, al Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, a la Superintendencia Nacional de Salud, a la Unidad Nacional para la 
Gestión del Riesgo de Desastres, al Departamento de La Guajira y a los municipios de Uribia, Manaure, 
Riohacha y Maicao, que cumplan los objetivos mínimos constitucionales señalados en el punto resolutivo 
cuarto, de acuerdo con sus competencias legales y constitucionales, en el marco del Mecanismo Especial 
creado de acuerdo con el apartado (9.2), en los términos y en los plazos señalados en el apartado (9.3) de las 

                                                           
2 Sentencia T-302 del cho (8) de mayo de dos mil diecisiete (2017) Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Aquiles Arrieta 

Gómez (e), Alberto Rojas Ríos y José Antonio Cepeda Amarís (e) 
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consideraciones de esta providencia, con el fin de superar el estado de cosas inconstitucional declarado en 
esta sentencia (…)”Subrayado fuera de texto 
 
Que para la adopción de medidas cautelares de protección de los derechos fundamentales de las niñas, niños 
y adolescentes del pueblo Wayúu pertenecientes a los municipios de Riohacha, Manaure, Maicao y Uribia en 
cumplimiento de las órdenes judiciales de la Sentencia T-302, la Corte Constitucional expidió el Auto 696 de 
2022 3que ordena: “(…) las  entidades responsables del cumplimiento de los objetivos mínimos constitucionales 
que estableció la sentencia T-302 de 2017 (acceso, disponibilidad, calidad y aceptabilidad, respectivamente), 
que en el marco de sus competencias, determinen los lineamientos, el cronograma y los mecanismos de 
verificación para la construcción de un Plan Provisional de Acción que permita el goce efectivo los derechos 
fundamentales de los menores de edad protegidos por la sentencia T-302 de 2017 y garantice la existencia de 
un diálogo genuino con las autoridades legítimas del pueblo Wayuu. De igual modo, esas entidades tendrán la 
responsabilidad de determinar cuáles serán las fuentes de financiamiento de las medidas concretas que se 
implementarán con ocasión de este Plan Provisional de Acción. Las medidas concretas por implementar no 
podrán proyectarse inicialmente por un tiempo mayor a un año ni tampoco podrán ir en detrimento de las 
acciones que actualmente se están implementando (…)” 

 
Así las cosas, resulta, no solo procedente, sino necesario para la protección de los derechos fundamentales de 

los niños, niñas y adolescentes del pueblo Wayúu pertenecientes a los   MUNICIPIOS DE MAICAO, MANAURE, 

RIOHACHA, URIBIA, que en ejecución del presente convenio, la comunidad cuente con las fuentes de agua 

para proporcionar la seguridad y autonomía alimentaria, la actividad económica de cada comunidad, 
promoviendo y fortaleciendo su identidad cultural, seguridad alimentaria y economía propia, que dan respuesta 

a la realidad, a las necesidades y expectativas, logrando así que la niñez y las familias y posteriores 

generaciones cumplan con la función social de ser portadores y multiplicadores del bienestar social para la 

comunidad  cumpliendo y atendiendo al interés público que responde al Plan Nacional de Desarrollo.  

 
Así, se concluye que el convenio interadministrativo cuyo objeto corresponde a “AUNAR ESFUERZOS 

INSTITUCIONALES, TÉCNICOS, ADMINISTRATIVOS, FINANCIEROS ENTRE EL MINISTERIO DE 

AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL-MADR Y SERVICIO GEOLÓGICO COLOMBIANO-SGC PARA 

CONTRIBUIR Y FORTALECER LAS CAPACIDADES PRODUCTIVAS Y GENERACIÓN DE INGRESOS EN EL 

DEPARTAMENTO DE LA GUAJIRA, A PARTIR DEL CONOCIMIENTO DE LOS RECURSOS AGUA Y SUELO”, 

para contribuir al mejoramiento de las condiciones de vida de niños, niñas, adolescentes, madres gestantes y 

pobladores del departamento de la Guajira, según el interés público establecido en el PND, sus objetivos y 

metas, como también a la estrategia de Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.  

 

 

SANDRO ROPERO BELTRÁN  

Director de Capacidades Productivas y Generación de Ingresos  

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 

Proyectó: Carolina Perdomo  

                                                           
3

 Auto 696 del veintiséis (26) de mayo de dos mil veintidós (2022). Magistrado Sustanciador: JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS; adopción de medidas 

cautelares de protección de los derechos fundamentales de las niñas, niños y adolescentes del pueblo Wayuu pertenecientes a los municipios de Riohacha, Manaure, 
Maicao y Uribia en el departamento de La Guajira. El diseño y puesta en ejecución de un Plan Provisional de Acción. 
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